
Sobre la pérdida de rango registral. 
 
a) ¿Puede condicionarse la aplicación práctica de las medidas previstas en el 
Punto 1 del CBP a la posible pérdida de rango registral de la eventual novación? 
 
Para responder a esta cuestión, la Comisión parte de lo establecido en los apartados 4 
y 5 del artículo 5 del Real Decreto-Ley 6/2012, conforme los cuales, 
 

“4. Desde la adhesión de la entidad de crédito, y una vez que se produzca la 
acreditación por parte del deudor de que se encuentra situado dentro del umbral 
de exclusión, serán de obligada aplicación las previsiones del Código de Buenas 
Prácticas. Sin perjuicio de lo anterior, cualquiera de las partes podrá compeler a 
la otra a la formalización en escritura pública de la novación del contrato 
resultante de la aplicación de las previsiones contenidas en el Código de Buenas 
Prácticas. Los costes de dicha formalización correrán a cargo de la parte que la 
solicite. 
 
5. La novación del contrato tendrá los efectos previstos en el artículo 4.3 de la 
Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre Subrogación y Modificación de Préstamos 
Hipotecarios, con respecto a los préstamo y créditos novados”. 
 

Además, los apartados b y c del artículo 1 del CBP disponen que: 
 

“b) En el plazo de un mes desde la presentación de la solicitud anterior junto con 
la documentación a que se refiere la letra anterior, la entidad deberá notificar y 
ofrecer al deudor un plan de reestructuración en el que se concreten la ejecución 
y las consecuencias financieras para el deudor de la aplicación conjunta de las 
medidas contenidas en esta letra. Sin perjuicio de lo anterior, el deudor podrá 
presentar en todo momento a la entidad una propuesta de plan de 
reestructuración, que deberá ser analizada por la entidad, quien, en caso de 
rechazo, deberá comunicar al deudor los motivos en que se fundamente. 
 
i. Carencia en la amortización de capital de cinco años. El capital correspondiente 
a las cuotas de ese periodo podrá o bien pasarse a una cuota final al término del 
préstamo o bien prorratearse en las cuotas restantes, o realizarse una 
combinación de ambos sistemas. 
 
ii. Ampliación del plazo de amortización hasta un total de 40 años a contar desde 
la concesión del préstamo. 
 
iii. Reducción del tipo de interés aplicable a Euribor + 0,25 por cien durante el 
plazo de carencia. 
 
iv. En todo caso, se inaplicarán con carácter indefinido las cláusulas limitativas 
de la bajada del tipo de interés previstas en los contratos de préstamo 
hipotecario1. 
 
Adicionalmente, las entidades podrán reunificar el conjunto de las deudas 
contraídas por el deudor. 
 

                                                            
1 Apartado introducido por Real Decreto-ley 1/2015, de 27 de febrero, de mecanismo de segunda 
oportunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de orden social. 



No conllevará costes por compensación la amortización anticipada del crédito o 
préstamo hipotecario solicitada durante los diez años posteriores a la aprobación 
del plan de reestructuración. 
 
c) En el plan de reestructuración la entidad advertirá, en su caso, del carácter 
inviable del plan conforme al criterio previsto en el apartado siguiente o que, de 
resultar dicho plan inviable, se podrán solicitar las medidas complementarias 
previstas en el siguiente apartado”. 
 

La entidad financiera adherida al CBP tiene, por tanto, la obligación de plantear un plan 
de reestructuración al deudor que se encuentre en el umbral de exclusión sin que en la 
norma se establezca ninguna previsión que lo exceptúe y sin que sea competencia de 
la Comisión pronunciarse sobre en qué supuestos de modificación de un préstamo 
hipotecario tiene lugar la pérdida de rango registral, si es que efectivamente se produce. 
 
b) ¿Puede entenderse que la elevación a público de la novación resultante de la 
aplicación del Punto 1 del CBP es potestativa de las partes y por tanto podrá no 
ser necesaria? 
 
Respecto a la obligatoriedad de elevación a escritura pública del acuerdo de 
modificación del préstamo hipotecario, dispone el artículo 5 apartado 4 del Real Decreto-
Ley 6/2012 que: 
 

“Cualquiera de las partes podrá compeler a la otra a la formalización en 
escritura pública de la novación del contrato resultante de la aplicación de las 
previsiones contenidas en el Código de Buenas Prácticas. Los costes de dicha 
formalización correrán a cargo de la parte que la solicite”. 
 

Conforme a ello, no cabe sino entender que resultan de plena aplicación las reglas 
generales sobre la forma de los contratos. En tal sentido, lo dispuesto es conforme con 
lo establecido en los artículos 1278 a 1280 del Código Civil que, en esencia, vienen a 
establecer la obligatoriedad del contrato entre las partes, cualquiera que sea su forma; 
la facultad de cualquiera de ellas, no obstante lo anterior, de compeler a la otra a darle 
la forma que requieran las leyes o que se hubieran pactado; y el establecimiento legal 
de la escritura pública para los contratos relativos a derechos reales, lo cual, conforme 
a lo anterior, ha de entenderse como necesario sólo para que surta efectos contra 
terceros. En el caso de la hipoteca, dejando de lado la cuestión doctrinal de su existencia 
o no extraregistralmente, su elevación a escritura pública será necesaria para la 
inscripción. 
 
Por lo anterior, la Comisión estima que la elevación a escritura pública es potestativa, 
pero, en ausencia de la misma, los terceros de buena fe no podrán verse perjudicados 
por la modificación y la misma no podrá acceder al registro. 


